
BOJA núm. 80Página núm. 7.966 Sevilla, 13 de julio 1996

Por su parte, el Tribunal Constitucional en su Sentencia
de 26 de abril de 1990 mantiene que, aun cuando la
presunción de inocencia rige sin excepciones en el orde-
namiento sancionador y ha de ser respetado en la impo-
sición de cualesquiera sanciones, sean penales, adminis-
trativas en general o tributarias en particular, nada impide
considerar a las actas y diligencias de inspección como
medios probatorios a los efectos de lo dispuesto en el
art. 88.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo (sus-
tituido por el art. 80 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre)
y 74 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, no existiendo objeción alguna tampoco para la
calificación legal de aquéllas como documentos públicos
con arreglo a los artículos 1216 del Código Civil y 596.3
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del mismo
Tribunal de 28 de julio de 1981, «la estimación de la
presunción de inocencia ha de hacerse respetando el prin-
cipio de libre apreciación de la prueba por parte del Tri-
bunal de Instancia, lo que supone que los distintos ele-
mentos de prueba puedan ser libremente ponderados por
el mismo a quien corresponde valorar su significación y
trascendencia para fundamentar el fallo», y si bien este
precepto se refiere a la actuación de los Tribunales de
Justicia, hay que tener presente que también el Tribunal
Constitucional en su Sentencia de 8 de julio de 1981 ha
declarado, en base a lo establecido en el artículo 25 de
la Constitución que los principios inspiradores del orde-
namiento penal son aplicables, con ciertos matices, al dere-
cho administrativo sancionador, dado que ambos son
manifestaciones jurídicas del ordenamiento punitivo del
Estado, según era ya doctrina reiterada y constante del
Tribunal Supremo. Por todo lo cual hay que concluir que
los hechos imputados deben ser tenidos por ciertos al haber
sido objeto de comprobación por inspección directa de
los Agentes que formularon la denuncia y no deducir el
interesado, en los descargos y alegaciones presentados,
prueba alguna que desvirtúe la imputación de las infrac-
ciones cometidas.

Vistos la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común, la Ley Orgánica 1/92, de
21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana,
el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la
potestad sancionadora, aprobado por Real Decreto
1398/1993, de 4 de agosto, y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo desestimar el recurso ordi-
nario interpuesto por doña Alodia Romero Fernández, con-
firmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución, -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común. [El Viceconsejero
de Gobernación P.D. (Orden 29.7.85) Fdo.: José A.
Sainz-Pardo Casanova].

Sevilla, 21 de junio de 1996.- La Secretaria General
Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

ORDEN de 4 de julio de 1996, por la que se
concretan determinadas condiciones de la Emisión
de Deuda Pública exterior y amortizable de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, acordada mediante
el Decreto que se cita.

El Decreto 310/1996, de 25 de junio (BOJA
núm. 74, de 29 de junio), por el que se dispone la Emisión
de Deuda Pública exterior y amortizable de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, por un importe máximo del equi-
valente en francos franceses a 16.614.000.000 pesetas,
autoriza en su Disposición Final Primera a la Consejera
de Economía y Hacienda para dictar las disposiciones que
sean necesarias para la ejecución del referido Decreto.

En base a dicha autorización, se procede a concretar
determinadas condiciones de la Emisión de Deuda Pública
acordada mediante el citado Decreto.

En su virtud, esta Consejería ha tenido a bien disponer:

1. Importe nominal de la emisión: 650 millones de
francos franceses.

2. Fecha de emisión: 24 de julio de 1996.
3. Precio de la emisión: 104,05125%, comprensivo

del 100,145% del importe nominal, más el 3,90625%,
correspondiente al cupón corrido desde el 9 de diciembre
de 1995 inclusive al 24 de julio de 1996 exclusive.

4. Precio de reoferta: 98,57%.

DISPOSICION FINAL

La presente Orden surtirá efecto el mismo día de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 4 de julio de 1996

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda

RESOLUCION de 17 de junio de 1996, de la
Dirección General de Patrimonio, por la que se hace
público el arrendamiento del local que se indica.

En cumplimiento de lo previsto en los artículos 84.2
de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la
Comunidad Autónoma de Andalucía y 218 del Reglamento
para su aplicación, aprobado por Decreto 276/1987, de
11 de noviembre, se hace público lo siguiente:

1.º Por Resolución de la Consejería de Economía y
Hacienda de fecha 5 de junio de 1996, se autoriza la
iniciación de expediente, por el sistema de contratación
directa, para el alquiler de un local en Sevilla, para sede
de la Dirección General de Relaciones Financieras con
otras Administraciones y de la Dirección General de Fondos
Europeos, dependientes ambas de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda.

2.º La autorización se motiva por el supuesto excep-
cional de la peculiaridad de la necesidad a satisfacer, al
ser contiguo al resto de las dependencias de la Consejería.

3.º Tramitado el preceptivo procedimiento con arreglo
a las prescripciones de los artículos 177 y concordantes
del citado Reglamento para la aplicación de la Ley del
Patrimonio, con fecha 7 de junio de 1996 se acuerda
por la Consejera de Economía y Hacienda la adjudicación
directa del arrendamiento reseñado a Inmobiliaria del Sur,
S.A., propietaria del local sito en la planta 2ª de la Avda.
República Argentina, núm. 25, de Sevilla, con una super-
ficie de 600 metros cuadrados y por una renta mensual
de ochocientas cincuenta y ocho mil (858.000 ptas.), inclui-
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do el Impuesto sobre el Valor Añadido y gastos de
Comunidad.

Sevilla, 17 de junio de 1996.- El Director General,
Manuel Gómez Martínez.

CONSEJERIA DE TRABAJO E INDUSTRIA

RESOLUCION de 24 de junio de 1996, de la
Dirección General de Trabajo y Seguridad Social, por
la que se ordena la Inscripción, Depósito y Publicación
del Convenio Colectivo de Ambito Interprovincial de
la empresa Transportes Generales Comes, SA
(7100562).

Visto el Texto del Convenio Colectivo de Trabajo de
ámbito interprovincial de la Empresa Transportes Generales
Comes, S.A. (Código de Convenio 7100562), recibido en
esta Dirección General de Trabajo y Seguridad Social en
fecha 13 de junio de 1996, suscrita por la representación
de la empresa y sus trabajadores con fecha 21 de mayo
de 1996, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo
90.2 y 3 del Estatuto de los Trabajadores, Real
Decreto 1.040/81, de 22 de mayo, sobre Registro y Depó-
sito de Convenios Colectivos de Trabajo, Real Decreto
4.043/1982, de 29 de diciembre, sobre traspaso de com-
petencias y Decreto de la Presidencia de la Junta de Anda-
lucía 132/1996, de 16 de abril, sobre reestructuración
de Consejerías, esta Dirección General de Trabajo y Segu-
ridad Social,

R E S U E L V E

Primero. Ordenar la inscripción en el Registro de Con-
venios Colectivos de Trabajo de ámbito interprovincial con
notificación a la Comisión Negociadora.

Segundo. Remitir un ejemplar del mismo al Consejo
Andaluz de Relaciones Laborales para su depósito.

Tercero. Disponer la publicación del Texto del Con-
venio Colectivo en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 24 de junio de 1996.- El Director General,
Antonio Márquez Moreno.


